Neuquén de 5 Mayo de 2008

Nota Nº 24/08

A la señora Presidente de 

la Honorable Legislatura 

de la Provincia del Neuquén

Dra. Ana Pechén

S____________/____________D
De mi mayor consideración:

Tengo el agrado de dirigirme a Ud. y por su digno intermedio al cuerpo de la Cámara a los efectos de presentar el siguiente proyecto de ley de reglamentación del Artículo 25 de la Constitución Provincial, para su posterior tratamiento y aprobación.

Sin otro particular me despido con atenta consideración.

La Legislatura de la Provincia

del Neuquén sanciona con fuerza

de Ley

Titulo I

De la Información Pública

Artículo 

1º Objeto La presente reglamenta el artículo 25 de la Constitución Provincial, en lo referido al libre acceso a la información pública. 
Artículo 

2º Ámbito de aplicación. Toda persona física o jurídica,  sin obligación de alegar fundamento o causa ni acreditar derecho ni interés alguno,   tiene derecho de acceder a información pública contenida en documentos administrativos correspondientes a organismos, entidades, empresas, sociedades, dependencias y todo otro ente que funcione bajo jurisdicción del Poder Ejecutivo, del poder legislativo y del judicial de la Provincia.  El presente comprende también a entes privados beneficiarios de aportes o subsidios provenientes de aquellos y quienes cuenten con permiso, licencia, concesión o cualquier otra forma contractual cuyo objeto sea la prestación de un servicio publico o involucre el uso y goce de bienes del dominio publico, sin necesidad de alegar fundamento o causa ni acreditar derecho o interés alguno.

ARTICULO 

3º Documentos Administrativos Entiéndase como documentos administrativos a los fines de la presente ley a toda presentación gráfica, fotocinematográfica, electromagnética, informática, digital o de cualquier otra especie que contenga datos o informaciones provenientes de órganos públicos del Poder Ejecutivo Provincial cuya divulgación no se encuentre prohibida expresamente por la ley. 

ARTICULO 

4º Principios Generales El procedimiento de acceso a documentos administrativos debe garantizar el respeto por los principios de publicidad, celeridad, informalidad, accesibilidad, igualdad y gratuidad. 

Titulo II

Del acceso a la Información

Capítulo I: Requerimientos

Artículo 

5º La solicitud se presentará por escrito firmado en el que consten los datos identificatorios personales del solicitante y ante la dependencia oficial que ha conformado el documento o lo retiene en su poder, no siendo necesario ningún otro tipo de formalidad. 

ARTICULO 

6º Constancia de la solicitud El organismo, entidad o dependencia entregará constancia formal de la formulación del pedido de acceso a documentos administrativos con indicación de lugar, fecha y hora. 

ARTÍCULO

7º La información requerida deberá ser provista en forma impresa y o en soportes magnéticos para su agilización. El requerimiento deberá ser respondido dentro de un plazo de 10 (diez) días hábiles,  el que podrá ser prorrogable por única vez y por motivos fundados por el mismo período. 
El acceso a la información requerida será gratuito sin perjuicio de los costos de reproducción que en su caso serán a cargo del solicitante. 

Artículo 

8º Es obligación de los poderes del estado a través de las áreas pertinentes, garantizar la publicación y difusión de la información pública en el/los sitio/s web oficial/les detallado por repartición de acuerdo al organigrama oficial en el que deberán describirse las competencias de cada una de ellas. La periodicidad de publicación no deberá superar los 30 (treinta) días.

Artículo 

9º Si existiere complejidad en la recopilación de los datos solicitados o fuere voluminoso, se deberá garantizar el acceso personal del solicitante al material requerido, con el resguardo correspondiente del mismo. 

Artículo 

10º Vencidos los plazos perentorios dispuestos en el artículo 3º de la presente ley,  queda expedita la acción de amparo prevista en la Ley Provincial 1981.  La misma podrá ser interpuesta ante la denegación de la información solicitada, o cuando esta resultare escasa o ambigua.  La procedencia del amparo interpuesto,   hará pasible al funcionario que incurriere en mora o denegare el pedido del pago de las costas y/o las astreintes que el mismo devengare.
Artículo 

11º El funcionario que en forma arbitraria e injustificada obstruyere,  entorpeciere total o parcialmente el goce efectivo del derecho garantizado en esta ley y las normas concordantes que en consecuencia se dicten será considerado incurso en falta grave, sin perjuicio de las responsabilidades que pudieran caberle conforme lo previsto en los Códigos Civil y Penal de la Nación. 

Capítulo II Excepciones

Artículo 

12º El Estado podrá excusarse de brindar la información requerida,  en los casos que con carácter de excluyente a continuación se enumeran:

a) cuando la información contenga datos de carácter confidencial secreto o reservado en resguardo de intereses superiores.

b) cuando se trate de información que responda a una estrategia de legítima defensa en causa judicial. 

c) la divulgación de ellos pudiera perjudicar el derecho de privacidad de terceros o afectar su honor 

d) cuando leyes o decretos provinciales resguarden informaciones declarándolas confidenciales.  Sin perjuicio de ello,  transcurrido el plazo de 10 años contados desde su sanción,  las mismas serán de carácter público.

e) sea información que pueda poner en peligro el correcto funcionamiento del sistema financiero o bancario provincial

f) información que comprometa los derechos o intereses legítimos de un tercero obtenida en carácter confidencial; 

La negativa a suministrar la información deberá contar con fundada justificación,  conforme lo aquí dispuesto,  haciendo explícita la causal invocada y deberá notificarse personalmente y en forma escrita.
Título III
Publicidad Oficial

Capítulo I Registro Provincial de Medios y publicidad oficial

Artículo 

13º Créase en el ámbito del Poder Ejecutivo Provincial el Registro Provincial de Medios de Difusión y Publicidad Oficial. A estos efectos se conformarán las siguientes dependencias:

a) Registro de Medios de Difusión Los medios de comunicación orales, gráficos, televisivos que contraten en forma directa o indirecta con el Estado deberán con carácter previo,  inscribirse en el presente registro.  Para dicha inscripción será indispensable presentar la totalidad de la documentación que acredite el cumplimiento de las normas exigidas a los medios para su existencia como tales,  acreditadas por los organismos competentes en la materia así como también la observancia de las normas impositivas nacionales, provinciales y/o municipales. 

b) Registro de Publicidad Oficial Mediante el mismo se establecerá un criterio transparente para la selección de medios, que contará con un sistema de precios testigos, medición de circulación o audiencias, perfil del medio y el público al que va destinado. En dicho Registro deberá inscribirse: número de orden de publicidad; fecha de contrato; dependencia contratante; el objeto del mismo; identificación del medio contratado; características de la publicidad contratada en cuanto espacio, dimensión, duración y demás elementos que constituyan la unidad de medida de facturación, su monto y forma de pago. 

La reglamentación determinará la/s dependencia/s del Poder Ejecutivo que tendrá/n a su cargo los Registros mencionados y que recibirá/n las comunicaciones en las que se detalla la información especificada en el presente artículo. 

Capítulo II

Difusión de los actos de Gobierno
Artículo 

14º A partir de la sanción de la presente norma, deberá surgir claramente de las publicaciones en el boletín oficial los objetos de las normas sintetizados, los nombres de las personas, instituciones y organismos a los que alcanzan las mismas y, cuando incluyan montos de dinero, la cifra exacta de cada uno de ellos. También deberán incluirse los anexos a los que remita cada norma.

Artículo 

15º Deberán asimismo incluirse en el Boletín Oficial todas las compras y contrataciones directas que realicen los tres poderes del estado, organismos descentralizados, entes autárquicos, y todos aquellos organismos que tengan alguna dependencia directa o indirecta con el estado provincial. En dicha publicación deberán describirse el objeto de la contratación; la firma beneficiaria de la contratación; los rubros y montos de cada uno de ellos;  monto y fecha de contratación; las sumas abonadas y fecha en que se hizo efectivo;  número de expediente;  motivo de la contratación ó de la compra directa.

Fundamentos

El derecho a la información pública, que en nuestro país está garantizado por la constitución nacional, a través de la incorporación con rango constitucional de pactos internacionales - art. 75, inc. 22- se transforma en una herramienta fundamental de los ciudadanos para controlar al estado, conocer su accionar y actuar en defensa de otros derechos fundamentales que les asisten. 

El derecho a la información pública es en sí mismo un derecho cívico íntimamente vinculado con otros derechos, como la salud, la igualdad, la libre elección, solo pasibles de ser exigidos y de ejercerse a partir de contar con una sociedad correctamente informada. 

En el inciso primero del artículo 13 la Convención Americana de Derechos Humanos, en el artículo 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y en el artículo 19 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, se establece que toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión, que comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística. 

En idéntico sentido nuestra carta magna en su artículo 25 expresa “Libertad de pensamiento (…) Es inviolable la libertad de expresar pensamientos y opiniones por cualquier medio, sin censura previa. No será trabado el libre acceso a las fuentes de información …”.
La transparencia en la gestión pública es una de las condiciones fundamentales que hacen a un verdadero sistema democrático y son los ciudadanos los que pudiendo hacer efectivo este derecho, a través de pedidos concretos de información a los distintos órganos estatales generan una verdadera participación de la sociedad civil en el desarrollo de la cosa pública articulando de esta forma las relaciones de poder entre ella y la autoridades en pos de una república más democrática 

Resulta indudable que un síntoma de madurez de una sociedad se evidencia cuando sus habitantes participan activamente pidiendo información al Estado y de allí se puede inferir la existencia de una verdadera república. 

Como antecedente podemos citar que existen hoy ocho provincias que cuentan con leyes que garantizan este derecho frente a los gobiernos respectivos. Ellas son Buenos Aires, Chubut, Córdoba, Jujuy, La Pampa, Río Negro, Tierra del Fuego y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Provincias como Mendoza y Misiones, a pesar de no contar con leyes que garanticen en sentido amplio el acceso a la información pública, tienen previsiones legales específicas sobre este derecho en relación con la protección del medio ambiente. Misiones, al igual que Entre Ríos, y Salta, cuentan con decretos que regulan en líneas generales el acceso a la información pública. 

A fin de garantizar el ejercicio del derecho a la información pública por parte de los ciudadanos, el estado debe llevar adelante medidas conducentes y sostenerlas tanto materialmente cómo políticamente. En igual sentido será necesario adecuar el marco legal promoviendo la sanción de normas que respeten los requisitos fundamentales del derecho de acceso a la información impulsando finalmente acciones de implementación, para poner en marcha en toda su extensión el ejercicio de este derecho. 

Parte del articulado propuesto en la presente ha sido tomado en forma casi textual del proyecto de Ley de Libre Acceso a la Información y de Publicidad de los Actos de Gobierno presentado por la Asociación de Periodistas de Neuquén -Expte P 034/01 proyecto Nº 4417 por interpretar y coincidir con el espíritu de este proyecto.

En capítulo referido a la Publicidad Oficial adherimos al planteo de la Declaración Interamericana de Principios de la Libertad de Expresión adoptada en su 108ª Sesión Ordinaria con fecha del 19 de octubre de del año 2000 en su artículo 13,  el mismo textualmente reza “ la utilización del poder del estado y los recursos de la hacienda pública, la concesión de prebendas arancelarias; la asignación arbitraria y discriminatoria de la publicidad oficial y créditos oficiales; el otorgamiento de frecuencias de radio y televisión, entre otros, con el objetivo de presionar y castigar ó premiar y privilegiar a los comunicadores sociales y a los medios de comunicación en función de sus lineas informativas, atenta contra la libertad de expresión y debe estar expresamente prohibido por la ley...Presiones indirectas ó directas dirigidas a silenciar la labor informativa de los comunicadores sociales son incompatibles con la libertad de expresión”.

Consideramos debe ser una política prioritaria del gobierno la democratización de la administración pública, entendida como la realización de todas las acciones necesarias con el objeto de involucrar a los ciudadanos y organizaciones de la sociedad civil en la formulación, ejecución, control y evaluación de la gestión pública. 

El libre acceso a la información no es el equivalente a la "publicidad de los actos de gobierno". Mientras que el primero, es un derecho de cualquier persona a acceder a la información seleccionada por ella, el segundo es un deber del Estado de dar a conocer al público sus propias decisiones: proyectos de leyes o leyes, reglamentos, resoluciones, etc,  ambas vitales para ele ejercicio de derechos ciudadanos como se hubo desarrollado y por ello también hemos dedicado un capítulo a la forma de la publicación en el boletín oficial.

El libre acceso a la información incluye el acceso, por parte de cualquier persona, a la documentación integrada por los expedientes públicos, minutas de reuniones, correspondencia, dictámenes técnicos, estudios científicos o a cualquier documentación financiada por los presupuestos públicos. También abarca la información sobre políticas, programas, planes y proyectos; la información sobre las diversas instancias de toma de decisiones, las oportunidades para efectuar comentarios orales o escritos, las opiniones provenientes del público y de organizaciones técnicas.

El fundamento teórico para acceder libremente a la información se basa en la naturaleza pública de la misma. Se trata de información relevante a la vida y a las decisiones que afectan a la comunidad en su conjunto.  La eficiencia de la participación ciudadana está condicionada directamente a la información con que se cuente. La desinformación y la información inexacta o inoportuna afectan sustancialmente la calidad de participación pública.

El contexto provincial histórico en el que enmarcamos el presente proyecto,  abona con sobrados ejemplos el necesario dictado de una norma que regule y legisle en esta materia. Los habitantes de esta provincia hemos sido testigos del permanente uso indebido de la publicidad oficial para premiar o castigar a medios de comunicación y periodistas usando como herramientas el retiro de publicidad como represalia por artículos periodísticos críticos, la asignación discriminatoria de publicidad a favor de medios progobierno y uso del poder de la de publicidad para influir en el contenido de los mismos.

Por todo lo expuesto es que pedimos la aprobación de este proyecto.

